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Introducción

La ciudad de General San Martín, de 50.000 habitantes, está ubicada sobre el corredor Bioceánico Central de Comercio, a 45 km. al este de la Capital de la Provincia de Mendoza. 

Es una de las ciudades intermedias más dinámicas de la provincia y por tanto objeto de numerosos estudios geográficos. 
Distintos autores han puesto el acento en el análisis de alguno de los elementos que componen el sistema territorial (medio físico, asentamientos, infraestructura, servicios, población). También el análisis del sitio, la forma, la función en el contexto departamental y regional, aspectos ambientales y de calidad de vida, percepción y comportamiento de los habitantes. 

No obstante la riqueza de estos estudios no se ha podido alcanzar una comprensión profunda de los procesos de su configuración territorial.

Esta preocupación ha motivado la incorporación de otro elemento de análisis, el subsistema legal-institucional, centrándonos en las políticas de vivienda, por ser éstas las que han generado mayores transformaciones socio territoriales en la Ciudad de Gral. San Martín, especialmente a partir de fines de los años ’70. 
La política habitacional en la Argentina de los últimos 40 años es una resultante de un complejo juego de poderes e intereses. Durante todo el siglo XX las instituciones intermedias como cooperativas, mutuales, sindicatos, etc., tuvieron una importante función en la construcción de la vivienda obrera. 

Se ha transitado desde la centralización, el estatismo y la uniformidad de la oferta de viviendas, hacia una concepción política caracterizada por la descentralización, el rol creciente de las administraciones locales, la ampliación de la oferta de prestaciones, la cofinanciación, la cogestión, la participación de las ONGs. 

En esta oportunidad se presentará de manera sintética las principales características de la política de vivienda en el país, poniendo especial atención en Mendoza y en la ciudad de General San Martín.

Los ciclos de auge y decaimiento de la actividad económica, especialmente a partir de fines de los años ’70,  trajeron como consecuencia crecimiento de la población, especialmente por movimientos migratorios desde las zonas rurales. 

La ciudad no estaba preparada para alojar a la nueva población y el déficit de vivienda y servicios fue creciente.

Las políticas de viviendas que se comenzaron a implementar a partir de estos años en Argentina, tuvieron como protagonistas principales al Estado Nacional y al Provincial. Los municipios eran receptores pasivos y la participación de la comunidad en el proceso de generación de nuevos barrios, prácticamente era sólo la de beneficiaria.

En lo que se refiere a la ciudad de General San Martín, la construcción de barrios, sin mediación de la municipalidad, ni consideración de sus instrumentos de planificación urbana, trajeron como consecuencia importantes modificaciones en la configuración territorial. Es así  como comenzaron a ocuparse  terrenos de menor costo ubicados al norte de la ruta panamericana, Ruta Nacional Nº 7, la que fue concluida a fines de los ’70. 
El crecimiento desordenado, la invasión de tierras de cultivos, la ocupación de terrenos alejados de áreas de servicios y equipamientos comunitarios, los grandes vacíos urbanos que se generaron, las falencias en la dotación de infraestructuras en los nuevos barrios, dieron origen a la fragmentación socio espacial y a la dispersión urbana.
Con el transcurso del tiempo, y como consecuencia de los cambios que trajo aparejada la reforma del Estado en los años ’90, los municipios y la comunidad, a través de distintas modalidades de organización, se transformaron en los actores fundamentales de la política de vivienda, aunque el proceso de ocupación del territorio, no varió sustancialmente.
Recién en la última mitad de la década del 2000 se advierte un proceso de integración territorial, dado que en la construcción de los barrios y en los proyectados se comienza a respetar las normativas urbanas vigentes en el municipio, por ejemplo, radios urbanos, zonificación de los usos del suelo, evaluación de impacto ambiental, lo cual comenzó a  contribuir en  la ocupación de los vacíos urbanos y en la paulatina integración territorial de la ciudad. 
1- Territorio y gobierno.
Territorio y gobierno resultan inseparables. La ciudad no es exclusivamente un asunto físico urbano es también una construcción política y social (Vélez, H, 2004).
En la configuración territorial de las ciudades tiene una gran importancia la actuación del poder público.

El Estado interviene directa y activamente sobre el territorio compartimentándolo y estructurándolo jerárquicamente con fines administrativos y aplicación de sus políticas de gobierno,
En el estudio de las políticas de vivienda es relevante el análisis de las estructuras jerárquicas de gobierno, de las organizaciones intermedias y del proceso de implementación, para poder conocer cual ha sido el rol del gobierno municipal en la elaboración y aplicación de las políticas de  vivienda.

De manera sintética se hace referencia a las distintas políticas de vivienda aplicadas en San Martín, cuál ha sido el rol del municipio y cuáles han sido las transformaciones socio espaciales que han provocado.
2- Acerca del origen de las políticas de vivienda en el país.

La llegada de inmigrantes desde fines del siglo XIX como todos sabemos incrementó la población del país, pero a la vez, una preocupante  consecuencia fue un importante déficit habitacional.

El creciente flujo de nuevos habitantes, procedentes tanto del extranjero como de ciudades menores a otras principales, ocasiona múltiples demandas especialmente las referidas a las condiciones habitacionales. Éstas comenzaron a ser  contempladas más decisivamente por la conducción política de la denominada generación del ‘80 (Fidel, C., 1998).
Un antecedente importante sobre la preocupación del Estado Nacional en el problema de la vivienda fue la ley Nº 4824, sancionada en setiembre 1905, que autorizaba al Poder Ejecutivo a transferir a la municipalidad de Capital Federal terrenos de su propiedad para la construcción de casas de bajo costo para obreros (Arella, F., 2004). 
El socialismo tuvo una gran participación, manifestada en la organización de cooperativas para la construcción de viviendas para los trabajadores. Así por ejemplo en 1905, a través de la Cooperativa de Consumo, Edificación y Crédito El Hogar Obrero Ltda.
No obstante estos antecedentes, puede decirse que las políticas habitacionales en Argentina comienzan a implementarse a partir de 1915 cuando se sanciona la Ley Nº 9677 impulsada por el diputado nacional Juan Félix Cafferata, vinculado a los Círculos de Obreros Católicos. 
La Ley crea el primer organismo especializado en el país para la realización de vivienda obrera, la Comisión Nacional de Casas Baratas.
No se ha podido encontrar en la ciudad de San Martín antecedentes directos de aplicación de esta ley, pero sí se puede mencionar que en el presupuesto municipal para el año 1923 quedan exentos del pago de derechos las casas destinadas para obreros que sean de uso exclusivo y que no excedan los 50 m2. 
A partir de la revolución de 1943 el Estado Nacional comenzó a tomar una firme iniciativa en materia habitacional: la construcción de viviendas populares y legislando sobre la regulación de los alquileres, llegando a su  congelamiento y a impedir el desalojo de las familias de trabajadores y de los pequeños empresarios, dado el abuso de los propietarios en el incremento de los precios y las facilidades para el desalojo. El Estado alcanzó el máximo nivel de intervención en la política de vivienda a partir del gobierno peronista de los años siguientes (Arella, F., 2006).
3- La política de vivienda entre 1946 y 1955. 

Lo distintivo de la política de vivienda del peronismo en esta época fue la escala masiva de las intervenciones que llevaron a la práctica.

Algo que también puede interpretarse como un fenómeno propio de las formas que adquirió en la Argentina la tendencia mundialmente hegemónica del Estado de Bienestar  y sus políticas urbanas y habitacionales (Ballent, A., 2006).
La problemática de la vivienda fue atendida en los dos planes quinquenales ideados por Juan Domingo Perón (1947- 1951 y 1952-1955).
La política de vivienda estaba destinada a los trabajadores y sus familias, tanto en ámbitos urbanos como rurales. Los objetivos que se perseguían eran la eliminación gradual del hacinamiento y de las viviendas insalubres, la radicación de la población en el campo y la planificación de los núcleos poblados. 
En el 1º Plan se privilegiaron los créditos para familias de escasos recursos antes que la construcción masiva por parte del Estado. Se reconocía su papel regulador, pero se orientaba básicamente a restablecer los mecanismos del mercado fomentando la iniciativa privada por medio de la vía impositiva.

La política de vivienda en este período se centró en cuatro ejes: créditos hipotecarios; construcción directa por parte de las autoridades; liberación de los derechos de importación para los materiales de construcción y prórroga de los contratos de alquiler (Gaggero, H; Garro, A. 1996).
El principal agente crediticio fue el Banco Hipotecario Nacional (B.H.N.), cuyo funcionamiento se encuadró en el marco de la reforma bancaria que además nacionalizó al Banco Central. Hecho que se conoció como el sistema bancario oficial. 
En 1947 se crea en la Provincia de Mendoza el Instituto Provincial de la Vivienda  (I.P.V.) como un ente autárquico dependiente del Ministerio de Obras Públicas.

En su origen el I.P.V. se dedicaba específicamente al tema de la vivienda popular. Se crea un fondo permanente de vivienda, constituido con aportes de todos los empleadores de la Provincia.
Los fines que perseguía eran:
- Planificar y realizar la construcción de viviendas económicas antisísmicas urbanas y rurales para su venta o arrendamientos especialmente a familias de bajos recursos.
- Promover mediante estímulos, asesoramientos, franquicias.
- Propulsar el saneamiento y la renovación de la vivienda popular.
- Administrar el fondo permanente de vivienda.
- Administrar los conjuntos de casas colectivas e individuales que el Estado provincial haya construido o construirá en adelante.
- Cumplir los demás objetivos concurrentes que se especifican en la ley.
Otro fuerte impulso a la política de vivienda fue la reforma de la Constitución Nacional en el año1949. 
Entre los derechos del trabajador se declaraba el de disponer de vivienda, indumentaria y alimentación adecuadas (artículo Nº 37). Para los ancianos destaca que “el derecho a un albergue higiénico, con un mínimo de comodidades hogareñas es inherente a la condición humana”. 

El B.H.N., a través de su Administración Nacional de la Vivienda, firmó en 1948 una serie de acuerdos con los Institutos de la Vivienda de Mendoza y de otras provincias  por medio de los cuales el Banco ejecutaría y financiaría primero las obras, para luego adjudicarlas a su costo de terminación mediante préstamos individuales de fomento, con un tipo de interés muy conveniente.

Estos créditos se otorgaron a personas menos pudientes, con preferencia a los jefes de familia, obreros o trabajadores modestos. 

Eran operaciones destinadas a construir inmuebles de departamentos para propietarios, socios de cooperativas, mutuales o de sociedades de responsabilidad limitada y  casas colectivas para alquilar módicamente. Del mismo modo se contemplaban financiaciones para urbanizar o crear nuevos barrios familiares.

Otras fuentes de financiación de viviendas fueron: la Caja de Jubilaciones de Empleados de Comercio que otorgaba a sus afiliados préstamos en efectivo o hipotecarios; el Instituto Nacional de Previsión Social, I.N.P.S., el Ministerio de Obras Públicas y la Fundación Eva Perón.

Durante la ejecución del Segundo Plan Quinquenal el rol del Estado fue más fuerte como responsable de la construcción de la vivienda obrera. Se fomenta la construcción de viviendas para afiliados de organizaciones gremiales y profesionales a través de líneas especiales de créditos. 

En cuanto a la construcción directa por parte del Estado de ésta participaron el Ministerio de Obras Públicas de la Nación, así como Institutos provinciales de vivienda.

4. Gestión pública y privada en vivienda entre los años 1955 y 1970. 

Después  del  golpe  cívico militar de 1955 se debilitó  la  presencia  la presencia del   
Estado en la construcción de viviendas, volviendo a tener importancia la iniciativa privada a través de bancos comerciales, principales financistas que destinaron créditos y específicamente para sectores medios y medio-altos (Arella, F., 2006).
La derogación de la Constitución Nacional de 1949 también contribuyó a esta situación.  
Sin embargo aparecen algunas iniciativas oficiales que es necesario citar, como el Plan Federal de la Vivienda y el Plan Vea, destinado a sectores con baja capacidad de ahorro. 

El crédito del Banco Hipotecario se retrajo considerablemente respecto al período peronista. La paulatina restricción en los créditos de vivienda, a fines de los ’50 orientó el interés del I.P.V. a la instrumentación de nuevos programas que permitieran reducir los costos en relación a los obtenidos durante la 1º etapa de actuación. 

Se produce la ejecución de obras mediante el sistema de contratación de empresas constructoras. 
La planificación y el diseño estuvieron a cargo de las oficinas técnicas del I.P.V. Existe una total centralización al momento de la toma de decisiones acerca  del lugar de construcción del barrio, dejándose de lado en muchas oportunidades las condiciones de aptitud del sitio, la tipología de viviendas y adjudicatarios, quedando los municipios sin capacidad de decisión.
El financiamiento utilizado por el  I.P.V. proviene de fondos públicos provinciales, del Sistema de Previsión Nacional, del Banco Hipotecario Nacional y del Banco de la Provincia de Mendoza. 
En este período se construyeron dos barrios en la Ciudad de San Martín,  el 1º Barrio del Centro de Empleados de Comercio por el sistema de ayuda mutua y el Barrio Jardín Los Andes financiado por el I.P.V.

Los recursos eran muy bajos para la construcción de viviendas, es por ello que en los años siguientes se creó un Fondo específico para su financiación, este hecho constituye un hito muy importante en el proceso de la construcción de vivienda en el país.
5- El Fondo Nacional de la Vivienda impulsó a la política habitacional a partir de los años ’70.
En estos años el crecimiento de la población de villas inestables en las grandes ciudades del país fue constante, por lo que era necesario encausar una solución habitacional acorde con las posibilidades técnicas económicas y financieras.
Ante la disminución de fondos disponibles surgió el interés por el sistema de construcción por ayuda mutua, el que permitía abaratar considerablemente los costos e incrementar la cantidad de casas construidas.

Según datos del I.P.V. en la Provincia se construyeron 2504 viviendas en el decenio del 70, el  85% de ellas ubicadas en el Gran Mendoza. El aporte de este organismo para la construcción de viviendas en San Martín, se redujo sólo a un barrio, El Libertador.
La sanción de la ley Nº 19.929 en 1972 dio origen al Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI), que representó uno de los hitos más importantes de la política habitacional argentina. Permitió un importante desarrollo de la vivienda por parte del Estado. 

El FONAVI tuvo como destinatarios a las familias de bajos recursos, aunque no así a los muy carenciados. 
Su objetivo es la construcción de viviendas económicas individuales o colectivas.  Se destaca la importante novedad de la incorporación de obras de urbanización, infraestructura y equipamiento comunitario en los barrios.

La composición del Fondo era compleja, en su origen se formaba con la gravación del 2,5% de las remuneraciones a cargo del empleador y el gravamen de 1,5% sobre la venta de ganado vacuno a faenar (ley No.19.876).

Desde mayo de 1977 se incrementó del porcentaje de gravación  de las remuneraciones a cargo de los empleadores públicos y privados, con lo cual se duplicaron los recursos destinados a vivienda.
Años después, una modificación importante fue la determinación del nivel socio económico de la población beneficiaria para separar los destinatarios de viviendas financiadas por el B.H.N., población con ingresos medios, y por el FONAVI, familias de bajos ingresos, (Instituto Provincial de la Vivienda, 2004).
La Secretaria de Vivienda de la Nación determinó cupos para cada provincia y centralizó las normas técnicas y la adjudicación de viviendas. 
Para que el I.P.V. pudiera adecuarse a la nueva norma se sanciona la Ley Provincial Nº 4203/77 que deroga la 1658/47 y reestructura el I.P.V., ahora como un Ente autárquico, y pasa de la órbita del Ministerio de Obras y Servicios Públicos al de Bienestar Social. 
En consecuencia, cambiaron también las modalidades de las operatorias. 
La política de vivienda nacional fue ejecutada por los I.P.V.  en cada una de las provincias y se dirigió exclusivamente a la atención de la demanda individual, por lo que se dejaron de implementar los sistema de ayuda mutua, de entidades intermedias y de grupos organizados. 
En su lugar se implementó el sistema de entrega de “llave en mano” de viviendas terminadas, construidas por empresas contratistas.
El 77% de los barrios en este período  fueron construidos por el I.P.V. con recursos del FONAVI. Los restantes barrios fueron construidos por empresas contratistas con fondos provinciales, prácticamente subsidiados. Muchas viviendas se destinaron a  la erradicación de villas inestables. 
Las municipalidades del Gran Mendoza fueron las principales beneficiadas, prueba de ello es que en este período el B.H.N. financió la construcción de sólo dos barrios en la ciudad de San Martín, aunque ambos con gran cantidad de viviendas: Barrio Las Bóvedas,  720  casas y Barrio San Pedro,  1215 casas.
La reinstauración del gobierno democrático en 1983 no impulsó cambios significativos en la orientación general de las políticas habitacionales, pero se fue favoreciendo la mayor participación de actores antes pasivos respecto a la política de vivienda, los que progresivamente ejercerán su influencia en las transformaciones sectoriales de los 90. 

6- Los años ’80, el retorno a la democracia, y la recuperación de competencias provinciales en vivienda.
El retorno a la democracia en 1983 permitió la recuperación de competencias de las provincias como Estados federales con capacidad e intención de regir sus propias políticas, dando origen a un escenario de negociación permanente Nación - Provincias en relación a la distribución de los recursos federales de vivienda y  la autonomía de su aplicación, aunque los municipios permanecieron supeditados a las decisiones de los gobiernos superiores.
A fines de la década de los años ’70 y comienzo de los ’80, en la Provincia se produjo una profunda crisis de la actividad vitivinícola (eje de la economía mendocina).
Esto trajo como consecuencia un sostenido abandono de las tierras de cultivo y el éxodo de población hacia el Área Metropolitana de Mendoza y ciudades  intermedias. 
El incremento de población de la ciudad de General San Martín en el período intercensal 1970–1980 fue del 42,2%. 
La ciudad comenzó a expandirse de forma horizontal, desordenada, con muy pocas construcciones en altura.  

El límite del radio urbano hasta entonces consolidado, fue superado y la ciudad comenzó un proceso ininterrumpido de invasión de las áreas de cultivo, formándose así grandes vacíos urbanos, con el consiguiente despilfarro de suelo y problemas de altos costos para la extensión y cobertura de la red de servicios e infraestructuras urbanas.

Los índices de hiperinflación registrados desde mediados de los años ‘80 trajeron como consecuencia serias dificultades para financiar la construcción de barrios. La inversión pública en viviendas en este período fue muy baja, solo el 15% del PBI nacional se invierte en este rubro (Facciolo, A., 2005).

Se buscó diversificar las soluciones habitacionales en una propuesta que incluyó lotes con servicios y viviendas terminadas para sectores más carenciados.

La gravedad del terremoto de 1985 con epicentro en el sur del Gran Mendoza, obligó a las autoridades a implementar alternativas para la reconstrucción de las viviendas destruidas, sobre todo para atender las necesidades habitacionales de la población pobre.

Se creó el Comité de Reconstrucción mediante el cual el gobierno de la Provincia financió el Plan Sismo, que adjudica a empresas contratistas la construcción de barrios. 
En estos años las decisiones sobre el lugar de construcción de los barrios, tipos de viviendas, adjudicatarios, eran centralizadas por el gobierno provincial, el que no respetó la planificación territorial del municipio, que determinaba los límites de los radios urbanos, la zonificación de usos del suelo, etc.
Al igual que en otras ciudades, en General San Martín el I.P.V. buscó terrenos de bajo precio para la construcción de los barrios. 

Se inauguraron 8 barrios I.P.V. en este período, 3 de ellos correspondieron al Plan Sismo (Bº 60 Granaderos, Perito Moreno y República Oriental del Uruguay), 1 de operatoria de erradicación de asentamientos ilegales (Bº Los Parrales) y los restantes con operatorias del FO.NA.VI.

Los barrios del I.P.V. se construyeron principalmente en el suroeste y norte de la ciudad, en los nuevos terrenos que se abrían a la urbanización como consecuencia de la apertura, a mediados de los años ’70, de la ruta panamericana que dividió a la ciudad en dos sectores de marcados contrastes, los que aún perduran.

Estos nuevos sectores de la ciudad quedaron en condiciones de inferioridad ambiental, fragmentación y aislamiento con respecto a los sectores consolidados de la ciudad.

Muchos de estos emprendimientos no fueron dotados con la totalidad de los equipamientos y servicios correspondientes. 

A pesar de los años transcurridos, aún hoy algunos barrios carecen de cloacas, asfaltado de calles, el arbolado público es escaso o está muy deteriorado. La accesibilidad al centro de la Ciudad no es la más adecuada, porque la trama vial no está integrada en su totalidad, situación que se ve agravada por la presencia de la ruta panamericana.

En este período también se produce la financiación de la construcción de viviendas por parte del Banco Hipotecario Nacional. 
En San Martín se financiaron 5 barrios, que por el contrario a los del I.P.V., se construyeron en los vacíos existentes dentro de los radios urbanos o adyacentes al área consolidada de la ciudad, por pertenecer a grupos sociales con mayores posibilidades económicas de acceder a terrenos de mejor calidad, y en consecuencia de más altos costos, caracterizándose, por ende,  por ser barrios integrados a la ciudad, con viviendas de mayores dimensiones, de mejor calidad de materiales y con equipamientos e infraestructuras completas.      
Al finalizar la década se advierte una transición entre la administración centralizada y el modelo participativo posterior.  
Se crea el programa Hábitat Básico, señero en el proceso de descentralización o municipalización. Una combinación de actores y opciones de acceder a la vivienda propia. 
Se formalizaron trabajos conjuntos entre el I.P.V., municipios, entidades intermedias y empresas constructoras. La financiación la siguió aportando el FONAVI que suma recursos provenientes de los impuestos a los combustibles.
7- Los años ’90. Descentralización de la acción pública. El Sistema Federal de la Vivienda.
La década del 90 estuvo signada por los efectos internacionales del Consenso de Washington en el contexto de transformación económica internacional, cuyo impacto impuso cambios en la economía y en el rol del Estado Nacional, con el fin de alcanzar mayor apertura, fortalecimiento y desregulación de los mercados locales. La reforma del Estado se tradujo en el retiro de funciones básicas,  desmontaje de las estructuras propias del Estado de Bienestar y el consecuente debilitamiento de las políticas públicas dominantes en las décadas anteriores, entre ellas la política habitacional nacional.

El plan de convertibilidad monetaria aplicado en Argentina desde 1991 logró la estabilidad monetaria, y con ello se favoreció la mayor capacidad y calidad de las prestaciones habitacionales financiadas con fondos públicos. 
Las operatorias públicas tradicionales de  producción de viviendas “llave en mano” del FONAVI dominaron la producción habitacional, filtrándose “hacia  arriba” a sectores sociales con buenos ingresos.  
En contrapartida, las nuevas operatorias no  alcanzaron a  aliviar la situación de los grupos desfavorecidos por el reducido volumen de fondos disponibles para este sector (Facciolo, A., 2005).
Amplios grupos sociales urbanos y rurales se mantuvieron excluidos del acceso a las facilidades habitacionales del mercado privado y de la oferta pública.

Se reconoció el necesario rol asociativo que debía asumir el sector público junto al privado para la gestión y ejecución de programas habitacionales.
Luego de la firma entre la Nación y las Provincias del Pacto Fiscal de 1992 se concretó la descentralización del FONAVI hacia las provincias, y en consecuencia, se produjo un proceso de segmentación de la administración de los recursos. 
Este cambio de rol del Estado nacional implicó una importante inflexión en la política habitacional del país, pues se formalizó la transferencia definitiva y la efectiva descentralización de los recursos FONAVI hacia las provincias.

Éstas asumen la administración de los recursos para la construcción de viviendas, remitidos a través del B.H.N. 
La federalización del principal fondo de financiamiento de vivienda trajo aparejadas profundas transformaciones, no sólo en el nivel jurisdiccional en el que se formulaban y ejecutaban las políticas, sino también en las concepciones que sustentaban tales políticas que se harían eco de las vertiginosas transformaciones en el modelo económico dominante a nivel nacional (Lentini, M.; Palero, D., 2004).
Después de la descentralización, las provincias respondieron con modelos diversos de política habitacional. Algunas de ellas, como Mendoza, incorporaron más rápidamente los principios del paradigma emergente, mientras que otras mantuvieron lineamientos de política más tradicionales que no se apartaron de forma notoria de lo que había sido el modelo FONAVI anterior a la descentralización (Lentini, M.; Palero, D., 2004).
En 1992 el Gobierno de la Provincia de Mendoza aprobó el Decreto Nº 3462, sobre reforma del I.P.V, que crea un modelo descentralizado y participativo hacia los municipios y entidades intermedias. 

Desde entonces el I.P.V. continúa con las funciones de administrar los recursos económicos del FONAVI y del Estado provincial para la construcción de vivienda, para lo cual asigna cupos a los municipios, otorga los créditos priorizados por éstos y realiza auditorías y evaluación de  programas habitacionales.

Las otras funciones que tradicionalmente cumplía el I.P.V., las asumen los gobiernos locales y entidades no gubernamentales.
 El Municipio, hasta ahora receptor pasivo de los proyectos habitacionales, adquiere ahora la responsabilidad de decidir qué programas van a implementar en su territorio, seleccionar los beneficiarios de los créditos para viviendas individuales o barrios, seguimiento y control de la construcción de las viviendas, de las obras de infraestructuras y de las de urbanización. 
Para cumplir estos objetivos, los municipios tuvieron que organizar o reforzar las áreas de vivienda de los municipios y participan en el Consejo Provincial de la Vivienda representados por los Intendentes.
La sociedad civil adquiere una participación muy relevante a través de cooperativas de viviendas, agrupaciones solidarias, uniones vecinales, mutuales. Son las responsables de eligir el terreno, decidir sobre el tipo de operatoria de vivienda a adherir y proponer postulantes a la vivienda.
Las entidades presentan su demanda al Municipio, éste las prioriza según el cupo disponible y el I.P.V.  otorga los créditos una vez aprobados los proyectos.
En la primera mitad de los años ’90 se produce una activa participación de la banca provincial en la producción de viviendas, principalmente el Banco de Previsión Social, a través del Plan Sol. En la ciudad de General San Martín, se llegó a construir el Bº Jardín Docente en un área en proceso de consolidación territorial.
En 1993 el  I.P.V. crea los Programas Municipios y Desarrollo Comunitario y se afianza de solución habitacional en respuesta a demandas heterogéneas. Se presentan varias opciones como las de lotes y servicios, viviendas  núcleo y créditos para la ampliación.
En el año 1995 se sancionó la ley nacional 24.464 que creó el Sistema Federal de la Vivienda con el objeto de facilitar el acceso a la vivienda digna a familias más carenciadas. 

Este Sistema está integrado por el FO.NA.VI., el Consejo Nacional de la Vivienda, órgano en el que se encuentran representados las provincias y el Estado Nacional y los organismos provinciales de vivienda.
El I.P.V. pasó a depender del Ministerio de Obras Públicas al de Acción Social y Salud. Se ponen en marcha nuevas operatorias financiadas con recursos provinciales, tales como Emergencia Climática y  Empleo y Vivienda del FIDES (Fondo de Inversión y Desarrollo Social). 

En esta década se continúa con la tónica del anterior período. Los 8 barrios financiados por el B.N.H. se construyeron ocupando vacíos comprendidos dentro de los radios urbanos de la ciudad de General San Martín, en sectores con disponibilidad de servicios y equipamientos sociales completos.
A pesar del mayor protagonismo que adquirió el municipio, se continuó con el patrón de asentamientos que tenían los barrios del I.P.V., es decir en los terrenos más baratos, de menor accesibilidad al centro de la ciudad. 

No obstante, en la construcción de estos barrios tampoco se respetó la planificación urbana, ni se los dotó de la totalidad de los servicios como para tener una adecuada calidad de vida e integración social y territorial.
8- La política de vivienda a comienzos del Siglo XXI.
En el año 2002 el quiebre de la institucionalidad democrática del Gobierno nacional y la devaluación de la moneda produjo un escenario socio-económico de alta complejidad. 
Sus efectos impactaron en el sector habitacional a través de la desinversión, la dilución institucional pública y privada y la paralización de las iniciativas y emprendimientos de construcción de viviendas.
La  Cámara Argentina de la Construcción, la Unión de Trabajadores de la Construcción, sectores coordinados por la Confederación de Trabajadores Argentinos, C.T.A., redes de ONGs, entre otros, coincidieron en precisar la importancia de la contribución del sector habitacional a la protección del hogar, a la solidaridad, a la creación de trabajo y reactivación económica.

Frente a la crisis y a la falta de confianza en las instituciones del país, se creó la Mesa del Diálogo Argentino, integrada por el sector gubernamental, sectores representativos de la sociedad y la Iglesia Católica, quienes priorizaron el fortalecimiento de programas sociales dirigidos a la emergencia habitacional y la finalización de viviendas en ejecución avanzada del FO.NA.VI., como medio de reactivar el empleo y como satisfactores sociales inmediatos en la crisis. 
Luego del retorno al orden institucional en mayo del 2003 la política habitacional continuó siendo un desafío pendiente. 
El nuevo gobierno realizó un cambio en la política habitacional buscando paliar la grave crisis económica-financiera.  Centralizó la planificación y ejecución de la política nacional de viviendas y de infraestructura urbana en la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, 
Para cumplir el objetivo de la política de vivienda se generaron diversas operatorias tendientes a cubrir el amplio espectro de la demanda habitacional, desde una perspectiva de mejoramiento del hábitat y de reactivación productiva, que tendió a constituirse en una genuina política de inclusión social.

El Gobierno Nacional fortaleció a la Subsecretaria de Desarrollo Urbano y Vivienda concentrando en su estructura todos los programas cuyas acciones están referidas al mejoramiento del hábitat a través de la construcción y mejoramiento de la vivienda, de la infraestructura y del equipamiento social comunitario.
A través del Sistema Federal de Vivienda se canaliza a los organismos Provinciales de Vivienda, los recursos del FO.NA.VI.  para la implementación de los programas que se encuentran actualmente en desarrollo.
En San Martín se están implementando los programa FONAVI Reactivación I y II, destinados a financiar total o parcialmente construcción de barrios, créditos individuales para la compra, mejoramiento, ampliación o terminación de viviendas, provisión de materiales, compra de lotes con servicios, ejecución de obras de urbanización, infraestructura básica y equipamientos comunitarios, que se ejecutan con la intervención del I.P.V., de los municipios y de distintas entidades. Queda bajo la responsabilidad del FO.NA.VI. la programación, ejecución, control, adjudicación y recupero de las inversiones realizadas.

También se implementan los Programas Federales de Vivienda I y II, cuyo objetivo es resolver el problema del crecimiento, del desempleo, la inclusión social y la equidad. 

Estos programas pretenden la disminución del déficit habitacional existente en el país, facilitando el acceso a una vivienda digna y a diferentes soluciones de infraestructura básica, para lograr una mejor calidad de vida.
Los proyectos que se ejecutan incluyen la participación de las organizaciones 
comunitarias, cooperativas y demás instituciones, para cubrir de manera integral 
las deficiencias de integración social existentes. 

A través de estos fondos se han construido cinco barrios en San Martín y se encuentran en etapa de construcción o proyecto de obra otros nueve.
Continúa el proceso de consolidación del núcleo urbano, tendencia experimentada durante los ’90, con la paulatina integración de los nuevos barrios a la trama urbana, aunque esto no signifique en todos los casos la integración social y mejoras, ya que muchos de los barrios son entregados sin tener sus infraestructuras y equipamientos completos.
Conclusiones

Los gobiernos no siempre toman en cuenta las consecuencias espaciales y sociales de sus decisiones en materia de vivienda.
La política habitacional ha tenido en el país una gestión irregular, debido fundamentalmente a la gran cantidad de organismos que en los diferentes niveles jurisdiccionales participan de ella.

Hasta la década de los años ’90 los impactos producidos por las políticas de vivienda, construcciones masivas de bajo costo, promocionadas por el FONAVI y manejadas por el I.P.V., provocaron la explosión del tejido urbano. La urbanización se tornó caótica, inorgánica y amorfa.

En la década de los ‘90  se cambió hacia la descentralización, el rol creciente de los municipios y las ONGs en la formulación e implementación de las políticas de vivienda.
La construcción de barrios, sin mediación de la municipalidad, ni consideración de sus instrumentos de planificación urbana, trajeron como consecuencia importantes modificaciones en la configuración territorial de la ciudad de General San Martín.

El crecimiento desordenado, la invasión de tierras de cultivos, la ocupación de terrenos alejados del centro de servicios, los grandes vacíos urbanos que se generaron, las falencias en la dotación de infraestructuras y servicios en los nuevos barrios, dieron origen y acentuaron en algunos casos, la fragmentación socio espacial y  la dispersión urbana,  incrementándose  aún más las deseconomías de escala y la exclusión social.
En estos últimos años, en lo concerniente a vivienda,  se  pueden apreciar decisiones y acciones más integradas y participativas. No obstante, los desafíos son importantes en todas las jurisdicciones político administrativas y escalas geográficas. Las tareas en materia de vivienda deben  orientarse a dar respuestas legales y compromiso social y ético sobre parámetros de calidad,   sustentabilidad  e  inclusión social.   
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